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¿QUÉ ECONOMÍA TENEMOS? 
La denominación que se utiliza para dar nombre a este volumen puede parecer redundante. ¿Puede acaso haber una economía que no sea social? Creemos que no. Sin embargo, existe una corriente de la teoría económica, con pretensión de constituirse como pensamiento único, que viene afirmando, más o menos explícitamente, que la economía es una segunda naturaleza, que se rige por leyes objetivas que sólo pueden ser investigadas y explicadas como indicaba el positivismo que se debe investigar el sistema planetario o las microestructuras de la materia, que están exentas de valores y que deben ser respetadas so pena de provocar un caos social. 
Ese discurso no es sólo académico, lo palpamos en los medios de comunicación, en la información sobre “la economía” que se da cada día. Nos invitan a creer que unos indicadores cuantitativos, cuyo significado profundo es ajeno a la comprensión de la mayoría de la sociedad, nos informan sobre el estado de salud y hasta el humor de “los mercados”, principalmente los financieros, el núcleo duro de “la economía”. Y si el experto comentarista dice que todo anda bien, mejor prevenirse, sobre todo cuando hemos visto que las bolsas suben cuando aumenta el desempleo, o cuando bajan los salarios, o que pueden bajar cuando aumenta el gasto público en educación… En otro lado, generalmente vinculado o cercano a las páginas rojas de la prensa, tenemos noticias sobre otra esfera del mundo: sobre “lo social”, sobre otros indicadores construidos a imagen y semejanza de los “económicos”, que ni siquiera se refieren a toda la sociedad sino a los pobres, a los indigentes, a los excluidos, a los más vulnerables. Mientras el mundo de “lo económico” aparece como legal y formal, el de “lo social” se nos presenta como informal, subterráneo, oscuro. Para uno tenemos tasas de crecimiento, para el otro tasas de carencias y miserias humanas múltiples. Sería de buen sentido preguntarse: ¿cómo es que las carencias y sus formas opuestas (la opulencia, el consumo suntuario) no son parte de lo económico, cómo es que la economía se analiza por separado de la sociedad?
Esta dicotomía se manifiesta incluso en la organización del estado: por un lado están los ministerios de “la” economía, “las” finanzas, “la” producción, “la” infraestructura y por otro los ministerios o secretarías del “frente social”: desarrollo social, salud, educación, vivienda… Incluso ministerios como el de trabajo se ubican en el primer bloque, más ligados a los conflictos entre empleadores y empleados o al empleo formal que a las múltiples formas de trabajo que realmente existen en la sociedad o al sistema de garantías del derecho al trabajo que establece nuestro sistema legal. 
Dicho lo cual, hay que agregar que en el imaginario social también se reflejan esas categorías. Las investigaciones muestran que muchos beneficiarios de planes y programas de “promoción del empleo”, pensados para activar laboralmente a los ciudadanos desocupados a partir de emprender por su cuenta actividades mercantiles o comunitarias, siguen considerando como un “verdadero” trabajo, o un trabajo digno, a aquel empleo asalariado con patrón, en condiciones cada vez más marcadas de precariedad y al que, si accede, lo hace compitiendo en el “mercado” de trabajo con otros trabajadores. Y de esa forma no llega a reconocer que tanto ese empleo precario, en negro, sin derechos, compitiendo con otros en su misma condición, como aquel trabajo asociativo en el emprendimiento mercantil o comunitario que encaran, padecen de las mismas condiciones de desprotección pública al trabajo que necesita “la” economía para acumular, invertir y lograr sus tasas de crecimiento. 

Se puede armar un piquete para reclamar bolsas de alimentos como para reclamar “planes”, indicando que ambos son percibidos como formas de asistencia. Y muchos entrevistados atribuyen su desempleo a su propia responsabilidad, no a un sistema construido para excluir a mayorías para que pocos acumulen sin límite, aquí y en la economía global. De hecho, esas ideas de qué es “el” trabajo, de qué es “lo” digno, de quién es responsable de la pobreza o la indigencia, son dominantes porque se han convertido en sentido común a través de la convergencia de muchos factores: las historias de trabajo y conquista de derechos sociales que tanto cientos de miles de jóvenes pueden oír de sus padres y abuelos sin haber podido experimentar algo similar, los duros golpes que nuestro pueblo ha sufrido por la dictadura militar, por la hiperinflación, por el desarme de la seguridad social, por el desarraigo de la migración sin esperanzas, por el desempleo sin retorno y por el hambre, todo ello empaquetado como “llegó la hora de la verdad” por la producción sistemática de significados de ideología conservadora que hacen los medios masivos de comunicación. Con ello se ha erosionado la cultura de derechos sociales que había llevado décadas construir. En una sociedad desprotegida, más que un derecho de realización de las propias capacidades, el trabajo se ha convertido en un medio (escaso) para sobrevivir.
Desde las ciencias de la economía y desde la política, la hegemonía del pensamiento neoliberal lleva a un realismo construido (como la realidad social misma) que indica que si respetamos la lógica de la economía de mercado todo irá bien y una vez que salgamos de la emergencia necesitaremos poca política social, por lo que la que tengamos ahora no debe estructurarse como una política duradera, de transformación social, ni como derechos establecidos sino como decisiones contingentes, ni es necesario definir una estrategia de largo plazo. Increíblemente puede seguir pensándose así aunque haya que asistir a millones para asegurar gobernabilidad o para cumplir con mínimos estándares morales de equidad social. 
De hecho, con o sin estrategia, ante el empobrecimiento masivo, los recursos de las políticas sociales han venido incidiendo en la economía cotidiana de millones de personas, sus hogares, sus comunidades. Como bien planteara Polanyi, la historia muestra que la economía, lejos de ser siempre la misma y universal, se construye y puede institucionalizarse no sólo a través del principio de mercado –que librado a sus propias leyes puede tender a desencajarse de la sociedad y de la voluntad social- sino también a través de los principios de redistribución, de reciprocidad y de autarquía doméstica.
 De todas maneras, también para que el mecanismo de mercado opere hace falta construcción social y decisión política, como por ejemplo estatuir un sistema jurídico de contratos y reglas de la propiedad privada y pública con garantía del estado. En los últimos treinta años hemos visto como se deconstruía una economía de mercado regulado y se construía otra, de mercado más y más liberado a las iniciativas de actores tremendamente desiguales hasta que, ante la crisis económica, social y política inevitable, nuevamente el estado comenzó a limitar la capacidad destructiva del mercado global. Recién en este año de 2008 volvemos a ver resurgir un discurso con una base social preocupante que propugna menos estado y más mercado, como si nada hubiéramos aprendido. 
Otra cosa es demandar mejor estado de modo que, por ejemplo, aplique cabalmente y de manera suficiente ese principio que Polanyi afirma opera en muchas sociedades como condición de su reproducción como comunidad integrada: el principio de redistribución. Este principio se puede aplicar a la institucionalización de la economía mediante sistemas de límites a la acumulación privada, la recaudación impositiva sobre ganancias, rentas e ingresos altos o sobre los consumos suntuarios, todo ello para financiar una distribución secundaria compensadora que el mercado no produciría: el derecho a ingresos monetarios no vinculados al trabajo asalariado (como en parte hace el plan Jefas y Jefes de Hogar desocupados), la cobertura de pensiones y jubilaciones como derecho adquirido por una vida de trabajo y de aporte y no como mero reparto de una caja exhausta por la misma precariedad del trabajo asalariado, el acceso a créditos (como el Programa de Bancos Populares de la Fuena Fé), a recursos materiales (suelo urbanizado o materiales para la construcción de la propia vivienda), a educación y capacitación, a servicios médicos y medicamentos, a alimentos como insumos o como comidas, a semillas y técnicas para sembrar, consumir e intercambiar (como el programa Pro-Huerta o los programas para la pequeña agricultura familiar), etc. Este criterio puede extenderse a los servicios públicos subsidiados (agua, energía, transporte, comunicación, etc.), y hasta a los servicios de seguridad personal (si están dirigidos a proteger a las personas y sus propiedades y crear un ambiente de convivencia). Pero todas esas políticas pueden implantarse como parte de una economía que sigue dominada por el principio de mercado cuyos efectos sociales -deseados o no deseados- son compensados marginalmente y calculando los límites de lo soportable.
 Más abajo planteamos la diferencia que hacen las prácticas de construcción de economía social.
El economicismo que tan hondo ha calado en el sentido común y en el pensamiento de muchos científicos se basa en un postulado que -para quien no quiere ver la verdadera historia- parece autoevidente: a nuestra sociedad le sobra naturaleza y trabajo, mientas le falta capital, el sector privado usa los recursos mejor que el estado, por lo que conviene privatizar todo lo que pueda ser negocio y cobrar menos impuestos a los que pueden acumular e invertir; como consecuencia los recursos públicos deben ser escasos ante tantas necesidades aun sin satisfacer por el mercado, y por lo tanto hay que usarlos con mesura y focalizarlos en las situaciones más afligentes evitando que esto afecte la “cultura del trabajo” y alivie la presión para buscar trabajo asalariado.
 

El proyecto conservador economicista ha dado lugar -comenzando bien antes de los 90, pero claramente en esa década bajo el consejo de organismos internacionales que comenzaron a financiar con prioridad ya no obras para el desarrollo económico sino programas sociales y de reforma de las prácticas del estado en materia de política social-, a una combinación de políticas de ajuste estructural -que redujeron efectivamente la capacidad del estado para redistribuir recursos- con criterios de asistencia focalizada para mejorar las probabilidades de subsistencia de los más pobres de entre los pobres, al punto que, como un funcionario de UNICEF afirmara hace ya mucho tiempo, en Argentina cada vez más la política social se reducía a repartir comida. 

Ello implicó pasar de un modelo de política social que estaba orientado por una cultura de derechos universales, particularmente centrada alrededor de los derechos del trabajador, a una de asistencia a beneficiarios-clientes en condiciones de emergencia, atendidos por una multiciplicidad de programas gestionados por el Estado o por la miríada de ONGs que se desarrollaron a tal fin. Un problema de este enfoque fue que la “emergencia” demostró ser una situación estructural, y organismos como el Banco Mundial comenzaron a reconocer que estábamos ante un cambio de época productiva, por el cual el crecimiento del PIB podría ahora darse sin crecimiento del empleo. A eso, organismos como la OIT agregaron que podría haber aumento del empleo pero que ya no era suficiente con los viejos indicadores, sino que había que analizar la calidad del empleo. Y así, los indicadores comenzaron a mostrar que se podía ser empleado y pobre al mismo tiempo y que la precariedad se extendía a los empleados a todos los niveles.
 

¿QUÉ ES LA ECONOMÍA SOCIAL? 
Es difícil, salvo que nos ciegue el teoricismo, admitir que la economía puede tomar un rumbo natural que acaba con la vida en sociedad. No hay esferas naturalmente separadas: la económica, la social, la política, sino que la sociedad como un todo institucionaliza de determinada manera su economía y en esto juega un papel importante la política. Así como se decidió construir una economía de mercado libre, abierto al juego de fuerzas globales, ahora,  con la mediación del estado o directamente, sectores desprotegidos de la sociedad comienzan a advertir que es necesario desarrollar estrategias de producción autónoma, a construir redes de ayuda mutua y autoprotección en base a los principios de autarquía y de reciprocidad, y a participar en la gestión del principio de redistribución reclamando cantidad y calidad de bienes públicos, entre los cuales entra la regulación progresiva de los mercados por el estado. 
La economía social no es la economía popular, menos aún es la economía de los pobres. Una economía social comienza a surgir cuando las personas y familias, con el reconocimiento y apoyo de los actores públicos, cooperan en comunidades, asociaciones y redes, porque advierten que son artífices de una parte al menos de sus condiciones de vida y que la solidaridad es no solo un valor sino una necesidad para sobrevivir o para vivir mejor. Para producir, compartir y disfrutar juntos es preciso una trama de relaciones sociales, intersubjetivas, de confianza, de identidad compartida, de necesidad mutua ante un mundo que excluye brutalmente. Ayuda mucho tener confianza en lo público, estatal o no, y para ello ser partícipe de las decisiones públicas, como en tantas comunidades del mundo andino ocurre con los gobiernos locales y sus comunidades.

Si la economía es una construcción social en el seno de procesos socioeconómicos y políticoculturales, y no una catástrofe cuasinatural independiente de la acción humana, o que depende de actores que escapan a nuestro control, cabe plantear la posibilidad de reabsorberla en la sociedad, de ganar autonomía y hasta soberanía, como ya plantean los movimientos por la soberanía alimentaria, los movimientos por la defensa de los territorios de los pueblos originarios, los movimientos medioambientalistas, los movimientos de resistencia a las megainversiones (desde la gran minería hasta los grandes edificios urbanos) que no sólo producen riqueza sino que destruyen habitats y la vida misma con sus efectos indirectos no contabilizados como resultado económico, o los movimientos de promoción de economía solidaria, que organizan la producción en redes, en cooperativas, que comercializan juntos, que arman redes mutuales de ahorro y crédito, que avanzan con propuestas de institucionalizar la participación de los ciudadanos sobre los criterios de uso de los recursos públicos (presupuesto participativo, gestión asociada, etc.) aunque en las construcciones de sentido mediáticas aparezcan como manifestaciones “sociales”.
En resumen, la economía que tenemos es, en su núcleo dominante, una construcción que se encierra autistamente en la mutua relación entre variables económicas y que no tiene más sentido que la maximización del crecimiento de la riqueza definida como la masa de valor de mercado generado y/o apropiado por los individuos y personas jurídicas de una sociedad. Lo que le pasa a la sociedad es visto como un efecto no deseado por nadie, sea bueno o sea malo para la gente. Pero la economía real como un todo, la empírica, es una economía plural, que contiene otras formas de organización de los recursos y de resolución de las necesidades que -alguna vez en los intersticios y temporalmente, pero cada vez más de manera duradera- vienen supliendo y con magnitudes significativas lo que ya no puede llamarse “fallas del mercado” porque son constitutivas de un mercado liberado de límites sociales y políticos. Por eso es preciso diferenciar a la economía social como la que, dentro de esta misma sociedad, se construye cotidianamente, en parte por la acción defensiva solidaria aunque fragmentada de los sectores populares ante la exclusión, en parte por la acción concertada concientemente orientada por valores que apuntan a sustentar una buena sociedad, una sociedad más igualitaria, incluyente, democrática. 
Para orientar nuestras acciones voluntarias desde la universidad es entonces fundamental tener claro que una economía social existe como tal no porque sea la economía popular, la de los sectores populares -aquellos que son “informales” y luchan por sobrevivir y que la construcción de sentido hegemónica ubica como protagonistas de “lo social”- sino cuando está orientada por la racionalidad reproductiva de la vida de todos y no por la sobrevivencia o la maximización del resultado para los miembros de un dado grupo u organización. Es economía social cuando sus actores reflexionan, por ejemplo, sobre la justicia de los intercambios que realizan
 o sobre la irracionalidad del consumo que agota las bases naturales de la vida o amontona irracionalmente desperdicios irrecuperables. Es una economía que supera las estrategias microsociales y se hace cargo de los problemas de su entorno, que es parte de las condiciones colectivas de reproducción de la gente que allí habita. Así, antes de pedir la multiplicación de las rutas para el transporte automotor reflexiona sobre la necesidad de transporte personal y de cargas y considera los diversos modos de definirla y encararla, valora las ventajas de un buen sistema de transporte colectivo. Así también, evalúa desde una región la vulnerabilidad social que genera y los costos y desbalances energéticos asociados a la especialización en una producción “competitiva” y el consecuente desplazamiento interregional y mundial de alimentos. Una sociedad local contribuye a construir una economía social a medida que puede superar el inmediatismo (esto requiere tener asegurada la subsistencia) y va institucionalizando su economía agregando un quinto principio a los cuatro de Polanyi: el principio de plan de lo complejo, de anticipación de los efectos no deseados de las acciones fragmentarias de una economía de mercado, a tener en cuenta lo del “pan para hoy, hambre para mañana”.
Lo público -estatal, paraestatal y no estatal- juega un papel fundamental en esta construcción, y la producción de bienes públicos es una condición crítica para la construcción de una economía social. Como ha dicho no hace mucho uno de los más destacados economistas argentinos, el Dr. Julio G. H. Olivera: 

“...el desequilibrio primario es el concerniente a la producción y la ocupación. Este desequilibrio nace directa o indirectamente de la insuficiencia en la provisión de bienes públicos, desde la seguridad jurídica hasta la salud, la educación y la paz social. El deterioro así ocasionado en el proceso de producción afecta negativamente los ingresos públicos. El déficit fiscal resultante se traduce a su turno por el saldo adverso de las cuentas con el exterior.”

“Los bienes públicos no son sustitutos sino complementos insustituibles de los bienes privados: esta es la idea directriz que se refleja en el Plan Fénix. Por lo tanto la actual recesión [escribe en 2001] no es (...) una alteración transitoria del equilibrio sino una deficiencia crónica, una debilidad estructural, destinada a persistir mientras no alcance la oferta de bienes públicos el nivel indispensable para la plena utilización de los recursos productivos. (...) lo que está en debate no es una postura ideológica –estatismo contra liberalismo, planificación central versus economía de mercado- sino una cuestión científica susceptible de ser tratada objetivamente.”
 
EL PAPEL DE LA UNIVERSIDAD EN RELACIÓN A LA ECONOMÍA SOCIAL

Como anticipaba Polanyi y confirmaba Bourdieu
, a raíz del proyecto conservador de liberación de las fuerzas de mercado de las trabas del estado y de los sindicatos, se ha ido construyendo la posibilidad de que la economía se convierta en un autómata que existe como una esfera relativamente autonomizada de la sociedad y de la política. Pero esto no ha sido sin intentar reestructurar desde esa lógica economicista instituciones culturales tan significativas como la educación, la comunicación social o la ciencia y la tecnología. Como indica el profesor Olivera, nos referimos a bienes públicos que han sido sometidos a la presión privatizadora y mercantilista. Y esto no ha ocurrido sin que el economicismo penetre en las instituciones y prácticas de la cultura misma. 
Si alguna vez se elegían las carreras por la vocación, ahora predomina el cálculo sobre los ingresos que podrán obtenerse si es que no de la probabilidad de obtener algún trabajo, algún ingreso. Si la búsqueda de la verdad era un interés capaz de frenar el interés por el dinero, los sistemas de incentivos monetarios en base a indicadores cuantitativos de trabajos científicos publicados o la obtención de “subsidios” para poder investigar han ido ligando la ciencia y la tecnología a ese mismo sistema productivo que excluye y precariza socialmente. Los medios de comunicación masiva, centrados en el rating y en la maximización de fondos obtenidos por la propaganda se han convertido en un mecanismo de reproducción del deseo que dirige las mentes de niños, jóvenes y adultos al consumo de lo que se quiere vender (sea bueno o malo para los clientes), y que produce una concepción de la “buena vida” que condena a todos, sea cual sea su nivel de logro monetario, a vivir insatisfechos.
La comunidad universitaria argentina ha logrado mantener una autonomía difícil de sostener en el campo de fuerzas del economismo predominante. Por lo pronto y fundamentalmente, ha logrado mantener una franja valiosa de acceso amplio a la educación superior gratuita. Con ello está produciendo uno de esos bienes públicos esenciales sin los cuales una buena economía no podría ser siquiera pensada por varias décadas. Al dar acceso al ciudadano -aún desigual pero mucho más amplio que el que daría el mercado educativo al consumidor- al conocimiento científico, al pensamiento humanista crítico, a las artes, la universidad está sosteniendo la posibilidad del desarrollo de capacidades humanas fundamentales para participar en la construcción cotidiana de una mejor economía y una mejor sociedad. 
En la universidad hay importantes grupos de investigación que orientan sus trabajos evadiendo el oportunismo, pensando en objetivos que trascienden su propia reproducción como elite, que trabajan por identificar y corregir los efectos “no deseados” de una economía que destruye posibilidades de vida tanto como produce y reconcentra riqueza privada a nivel global. Existen también grupos con autonomía de pensamiento como para participar en el desarrollo, cada vez más visible, de una teoría crítica de esta economía, desde los más diversos campos disciplinarios que, todavía, tienen que aprender a trabajar solidariamente sobre ese objeto complejo que es “las economías” que se da una sociedad.

A esto se agregan acciones expresamente dirigidas a la construcción de una economía social desde ámbitos locales, o al menos al fortalecimiento de la economía popular que radica en el ámbito territorial de cada establecimiento universitario. A esto apuntan miles de activistas voluntarios que sobrepasan el protocolo de la institución universitaria academicista, de la universidad “enseñadero”, y usan los grados de libertad que la institución permite o encarnan las políticas expresas que definen sus autoridades para ocuparse de la economía real de la gente. Una parte de esas valiosas experiencias son recogidas en esta obra y ofrecidas como un bien público, que nos sirve para aprender de la sistematización y problematización crítica que debe caracterizar estas acciones.
¿CUÁL ES EL SENTIDO DEL TRABAJO VOLUNTARIO QUE HACEMOS? ¿QUÉ DESAFÍOS ENFRENTAMOS?
La investigación objetivante produce un conocimiento valioso. La Investigación participativa o la participante también, y a la vez aseguran que el conocimiento no queda encapsulado en los ámbitos académicos sino que es compartido y coproducido con la sociedad. La formación científica o humanista de alto nivel de abstracción es necesaria, pero también lo es la formación práctica cercana a la empiria de actores directamente involucrados en la construcción de una economía mejor. 
En todo eso cada universidad es una concreción de la institución UNIVERSIDAD, que convive con la economía popular y la economía social en proceso en las localidades y zonas rurales de sus ámbitos de referencia, con sus actores efectivos y no con los modelos que los retratan como roles puros en una estructura. Siendo grande la responsabilidad de actuar para transformar la realidad social, es útil tener una noción de qué es aquello en que vamos a participar, tendiendo puentes virtuosos pero además eficaces entre nuestro lugar como universitarios –investigadores, docentes, estudiantes, “no docentes”- y las prácticas que las mayorías vienen desarrollando en la lucha ya no sólo por la sobrevivencia sino por una vida mejor para todos. 
Estamos participando, sepámoslo o no, en la construcción de una economía en transición, plural, multiactoral, desigual, inorgánica, sometida a las fuerzas del mercado y del poder institucionalizado, pero que comienza a generar actores ejemplares, a decantar experiencias que se difunden sin vivirse como modelos a replicar mecánicamente, generando redes de aprendizaje donde los universitarios también aprendemos y mucho, y donde podemos comprender y actuar más racionalmente en la realidad si nos involucramos y no nos vemos como “agentes externos”. Y ese proceso es local pero también global.
 La construcción de una economía social está ocurriendo no sólo en toda Latinoamérica sino en regiones como Canadá y Europa. Ocupa universidades, sindicatos, ONGs, Iglesias, movimientos sociales identitarios, ecologistas, feministas, y genera políticas públicas, programas de posgrado, equipos de investigación y acción.
 
Esta economía en transición es sumamente heterogénea, pero debemos evitar que sea homogenizada nuevamente por el criterio monetario. La calidad no se puede reducir a cantidad, y homogeneizar, modelizar, buscar “la” forma a replicar, es contribuir a la entropía que pretenden quienes reducen este mundo al mundo de la pobreza. Incluye muchos actores, algunos en gestación, sin duda con contradicciones y conflictos, como todo proceso social complejo. Incluye, por supuesto, a las formas más tradicionales de la economía social: las mutuales y cooperativas, grandes, medianas y pequeñas, esperemos que con su ideario de solidaridad rejuvenecido a partir del debate pendiente sobre su rol histórico como proyecto de resistencia y de construcción de autonomía de los trabajadores. Pero en la experiencia actual no sólo de Argentina sino de América Latina es, sobre todo, una economía ampliamente abarcadora de muchas viejas y nuevas formas no categorizadas como “económicas” para el sentido común legitimador de esta sociedad (y para el cooperativismo formalizado). Incluye así las unidades domésticas con su economía de producción/reproducción (el oikos) y sus extensiones, que siguen la misma lógica de la reproducción de sus miembros que tiene la unidad doméstica, como son los emprendimientos familiares o asociativos, o los colectivos de diverso tipo que se forman para redefinir y resolver necesidades compartidas, como el caso del MTD Solano en Buenos Aires o el más antiguo de Ciudad Mosconi; incluye las redes de ayuda mutua, de compra o venta conjunta, las multifacéticas ferias periódicas (eventos mercantiles, culturales, de formación, como las Ferias de Misiones), las comunidades étnicas o territoriales autoorganizadas para coordinar las actividades productivas y acciones colectivas de sus miembros (como puede ser la Red PUNA en el Norte o el Mercado de la Estepa en el Sur), los comedores colectivos autogestionados articulados con las huertas comunitarias, las asociaciones barriales y las mutuales y cooperativas de producción conjunta del hábitat y la infraestructura urbana, las empresas recuperadas y sus organizaciones de apoyo, los sindicatos que aún luchan por los derechos de todos los trabajadores, asociados a ellos o no, las formas de banca solidaria en pugna con el mero microcrédito como negocio, las instancias democratizadas de gestión gubernamental (como el presupuesto participativo iniciado ya en Rosario y varios otros puntos del país, o la experiencia de la gestión asociada del Parque Avellaneda en Buenos Aires), los sistemas alimentarios autogestionados a diversas escalas territoriales como las comunidades étnicas mapuches, o como quienes viven con el (y no del) bosque chaqueño, con otra concepción de la vida y de la naturaleza, los mercados solidarios con moneda social propia, que sobreviven en varios puntos del país a ese laboratorio mundial del trueque que fuimos durante la segunda mitad de los 90, la participación de programadores argentinos en la red global de producción del software libre que abarca a 30.000 programadores de todo el globo y compite con el gran monopolio de Microsoft, o la participación de nuestros productores comunitarios en redes internacionales de comercio justo, y muchas otras formas de organización de la acción conjunta que surgen en la lucha por la sobrevivencia y por un mundo mejor. 

Para que todo esto -que ya existe y llega a atravesar cada tanto la resistencia de los medios de comunicación (que se ocupan de resignificarlas como exóticos “rebusques” y no como apuestas permanentes a otra sociabilidad)- sea ECONOMÍA EN TRANSICIÓN falta agregar una voluntad política, un sentido fundamental: que sus actores se articulen y propendan por los más diversos medios –de lo micro local a lo meso (las redes, las cadenas de intercambio multirecíproco, los sistemas locales de producción y reproducción) y hasta lo global- a lograr la reproducción ampliada de la vida de todos, donde la vida de cada uno está vinculada estrechamente con la posibilidad de vida digna de los otros que conforman la trama de comunidades o la sociedad. Esa ampliación de la dimensión de la solidaridad y la justicia social más allá del grupo particular constituye un núcleo crítico de la lucha contra el sentido común legitimador, individualista y particularista que todavía predomina, y es la verdadera base de la sostenibilidad de las experiencias de economía social.
Como universitarios, como intelectuales que incursionan en la acción instrumental para cambiar el mundo o como técnicos que no quieren renunciar a ser intelectuales, tenemos que admitir una mirada autocrítica sobre nuestro hacer y nuestro pensar.  En el sentido más rico de la palabra Política, esto implica no tener proyectos de poder corporativos y reconocer respetuosamente al otro en su rica diversidad, tejer alianzas, contribuir a recuperar e hibridar recursos públicos, sociales y privados, superar la idea de que se trata de acompañar acríticamente políticas de turno o de asistir por propia iniciativa a los más pobres para que sobrevivan en una emergencia pasajera o para que se puedan integrar a la misma economía que los excluyó; implica vernos no como incubadores de emprendimientos sino como parte de esa otra economía en construcción, como trabajo vivo altamente calificado capaz de generar un valor social agregado solidariamente en ese encuentro sinérgico de saberes y energías; implica vernos no como donantes unilaterales sino como partícipes en una red de reciprocidad a la cual apostamos con nuestro trabajo voluntario
 y de la cual recibimos mucho.

Los ejercicios reflexivos a veces encuentran orientaciones valiosas en la crítica del mismo lenguaje que usamos para plantear los problemas. Entre tantas cosas, es importante que no nos invada subliminalmente el economicismo con su jerga aparentemente neutral. Podemos hablar con la mejor intención de no ser “ofertistas”, de atender a las “demandas” de la sociedad, que supuestamente reflejarían sus necesidades reales. Nuestros proyectos no dependerían por tanto de nuestras capacidades o necesidades de formación y práctica sino a las necesidades de la gente. Este discurso puede ser engañoso. Porque los estudios que realizamos nos muestran que las demandas efectivas dependen de las ofertas consideradas posibles  por los demandantes. Porque la misma realidad nos indica que también para las experiencias de trabajo voluntario siguen haciendo falta otros recursos, y que esos recursos suelen venir marcados con anticipaciones de cuales deben ser esas necesidades y por tanto prefigurando la demanda. ¿Será posible romper con ese esquema de mercado donde se encuentran oferta y demanda y se igualan en un intercambio (aunque no haya precio por los servicios) y pensar desde un esquema otro, de mutuo reconocimiento, de aprendizaje conjunto, donde podamos, por ejemplo, definir realmente en un encuentro entre la comunidad organizada y la universidad qué podemos hacer juntos? ¿Podrá ser que en ese encuentro, que no es un seminario ni un taller sino un hacer y pensar juntos, podamos incluir en la agenda la cuestión de cómo funcionan la institución universidad y la institución organización social o municipio, y cómo nuestras relaciones mismas han sido pautadas por una tradición de extensionismo, de relación territorial entre el gobierno local, el locus de la universidad y el territorio de las organizaciones sociales? ¿Podremos confrontar la visión que ve estas acciones como el necesario lado de “responsabilidad social” que toda universidad debe tener para legitimarse mientras sigue haciendo “lo verdaderamente serio”, enseñar e investigar lo que la sociedad o el sistema de gestión que tiene recursos reclama? 
Cuando nos metemos con la economía enfrentamos muchos desafíos: prácticos y políticos, de identidad, pero también teóricos, tecnológicos, comunicacionales, y para nada se trata de hacer algo como ciudadanos los fines de semana mientras el resto de la semana “trabajamos”. Como muchas otras formas de trabajo no reconocidas, el trabajo voluntario para construir otra economía es un trabajo, que la economía de mercado no valora ni valorará, pero la sociedad y la otra economía sí.
� Ver: Polanyi, Karl, La Gran Transformación. Los orígenes políticos y económicos de nuestro tiempo, Fondo de Cultura Económica, México, 2003; “The economy as an instituted process”, en Trade and Market in the Early Empires. Economies in History Theory, New York, 1957; El sustento del Hombre, Barcelona, 1994. 


� Ver: Franz J. Hinkelammert, El sujeto y la ley, EUNA, Heredia, 2005.


� Es más, en el extremo, se postula que si se pudiera reemplazar un sistema complejo de intervenciones sectoriales (salud, educación, alimentación, vivienda, subsidios al transporte, la energía, el agua, etc.) por un pago en dinero (tanto mejor si es con tarjeta de débito) para que cada beneficiario ejerza su libertad de consumidor en el mercado, tanto más nos ahorraríamos de gasto público y tanto más crecería la economía. Claro que, en una economía de mercado, tal pago apenas cubriría la canasta considerada suficiente para superar la indigencia pues en caso contrario afectaría el piso de la negociación salarial y por tanto las posibilidades de crecimiento por la inversión de capital. Y la misma economía de mercado hará que buena parte de esa transferencia de ingresos realimente la misma economía monopólica (como los supermercados) que excluyó a sus “beneficiarios”.


� Ver: Coraggio, José L. De la emergencia a la estrategia. Más allá del “alivio a la pobreza”, EspaciO Editorial, Buenos Aires, 2004.


� Sobre las complejidades del concepto de precio justo, ver Luis Razeto, “Aporte a la reflexión sobre ‘precio justo’", en Otra Economía. Revista Latinoamericana de Economía Social y Solidaria, Volumen I - Nº 1 - 2º semestre, 2007 � HYPERLINK "http://www.riless.org/otraeconomia" ��http://www.riless.org/otraeconomia� 


� “El Plan Fénix”, Discurso del Presidente de la Academia Nacional de Ciencias Económicas, Dr. Julio H. G. Olivera, en la Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad de Buenos Aires, el 6 de septiembre de 2001. Ver: Hacia el Plan Fénix, Diagnóstico y Propuestas, En: Enoikos, Revista de la Facultad de Ciencias Económicas, Año IX, no 19, p. 16 y 17, UBA, Buenos Aires. 


� Bourdieu, Pierre, Las estructuras sociales de la economía, Manantial. Buenos Aires; “Le champ economique”, Actes de la recherche en Sciences sociales. Economie et economists, Septembre 1997.


� Sobre esto, puede verse: Coraggio, José Luis, “Desafíos en la formación profesional. El rol de la universidad.”, en Coraggio, J. L., Economía social, acción pública y política, Ediciones CICCUS, Buenos Aires, 2007.


� Particularmente nos diferenciamos del enfoque de desarrollo local, entendido como crecimiento económico en un ámbito local que opera como enclave a partir de la identificación y producción de bienes o servicios transables en base a su competitividad con regiones más amplias o internacionalmente. El supuesto de que el crecimiento de la producción de riqueza conlleva el desarrollo, ha sido sistemáticamente cuestionada por la realidad en muchos más casos de los que ha sido confirmado. Preferimos pensar en “otro desarrollo”, con obvias condiciones económicas pero no economicista, ni menos aún mercantilista, que más bien continúa o se pone en marcha como una contribución desde-lo-local al desarrollo humano sustentable de la sociedad como un todo. Algunas versiones del llamado “desarrollo endógeno” enfatizan las condiciones sociales, de calidad institucional, políticas, culturales (frecuentemente denominado el “territorio”), pero finalmente apuntan a que son necesarias para lograr la inserción en el mercado global. La conclusión de que la calidad de la vida humana, de su sociedad, de sus instituciones es condición para el desarrollo es una tautología que solo el economicismo predominante puede explicar. En todo caso, el trabajo voluntario suele centrarse en grupos, microrredes, prestando poca atención al contexto de conjunto (la sociedad local) o a los procesos más amplios reproducción y reproducción en que se insertan las intervenciones localizadas. Una cabal comprensión de estas conexiones entre lo global y lo local es fundamental para la eficacia de las acciones emprendidas. Sobre esto puede verse José L. Coraggio, La gente o el Capital, EspaciO Editorial, Buenos Aires, 2004.


� Ver: Laville, Jean Louis (Comp), Economía Social y Solidaria. Una visión europea, UNGS/ALTAMIRA/OSDE, Buenos Aires, 2004. Consultar el sitio de la Red de Investigadores Latinoamericanos de Economía Social y Solidaria: � HYPERLINK "http://www.riless.org" ��www.riless.org� 





� El término “trabajo voluntario” envuelve prácticas y relaciones muy diversas, que deberíamos diferenciar. Así, el trabajo voluntario puede ser gratuito, desinteresado, brindado filantrópicamente a otros en necesidad de ese abajo o sus productos. (Evidentemente no todo trabajo gratuito es voluntario, yendo del trabajo de reproducción familiar basado en relaciones de reciprocidad, a los trabajos obligados por relaciones de sujeción –inclusive el trabajo esclavo que hoy resurge en el mundo). El trabajo voluntario puede estar explicado por una conducta individual guiada por valores morales, de reconocimiento de la necesidad de otros, o por una conducta instrumental (lograr determinado o cambio en el otro, con o sin su voluntad), o puede ser resultado de una conducta instrumental cuya comprensión requiere conocer las instituciones que lo pautan. Por ejemplo, una universidad puede incluir en la currícula de formación pasantías o prácticas pre-profesionales, que van dirigidas a diversos sectores u organizaciones pertinentes para esas prácticas y que tienen como sentido originario completar el aprendizaje del estudiante, que están pautadas por contratos más o menos formales entre la universidad y las organizaciones sociales, instancias del estado o empresas. Del lado de éstas puede haber el interés de contar con un trabajo con nulo o muy bajo costo, en aras de la ganancia, o ser visto como un acto pautado como “responsabilidad empresarial”. El trabajo voluntario puede ser entonces una donación desinteresada o un eslabón en una cadena de relaciones interesadas. En esta presentación estamos pensando fundamentalmente en un trabajo gratuito, dado y recibido como parte de una relación de donación (en el sentido Maussiano de donación: dar-recibir y retribuir, como modo no mercantil de construir de relaciones que integran una sociedad). Sin embargo, la gratuidad para el que lo recibe puede ir acompañada de una prestación remunerada por terceros a quien lo presta.  El abuso del trabajo voluntario, sacándolo de la matriz del don al instrumentarlo como recurso para obtener determinados beneficios, ha hecho que los trabajadores organizados –los voluntarios y lo son asalariados- pugnen por limitar y reglamentar estas formas de actividad. No debemos dejar de mencionar la posibilidad del trabajo voluntario como forma placentera de autorrealización personal, pero en el contexto de esta obra nos estamos limitando al trabajo para otros. Finalmente, el trabajo voluntario adquiere un sentido diverso cuando es resultado de una relación contractual (de ayuda, no en sentido mercantil) entre iguales que lo acuerdan libremente, o cuando es sistemáticamente provisto desde quienes tienen una posición superior en un sistema de posesiones, capacidades, o jerarquías. Esto es una tensión estructural del trabajo voluntario, y ha dado lugar a prácticas claramente pautadas formal o informalmente por la universidades, cuidando o contribuyendo a aumentar la autonomía de quienes reciben los beneficios previsto de dicho trabajo.





